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sta semana, los intervinientes del 

caso ProCultura recibieron el ex- 

pediente de la investigación. Este 

pinta un cuadro de redes políticas, 

conflictos de interés y hedor a co- 

rrupción entre privados y autorida- 

des, con la sospecha de lo de siem- 

pre: dinero para financiar a la política y a los políti- 

cos. 

ProCultura es una fundación armada porel siquia- 

tra Alberto Larraín, quien generó una espesa red de 

contactos con figuras políticas, especialmente del 

Frente Amplio. Así extendió el alcance de la funda- 

ción, desde la salud mental a cualquier tema imagi- 

nable donde hubiera dinero público. 

Larraín era muy cercano a Gabriel Boric. Tanto, que 

el presidente, según revela en una conversación in- 

terceptada por la Fiscalía, quiso nombrarlo ministro 

de Desarrollo Social, una idea quefue sabiamente blo- 

queada por la entonces futura jefa de gabinete, Izkia 

Siches. 

Larraín no llegó a La Moneda, pero aprovechó esa 

cercanía, con o sin conocimiento del presidente, 

para levantar un pequeño imperio. 

Según la investigación, Fundación ProCultura fir- 

mó convenios con el Estado por $181 millones en 2020 

y $316 millones en 2021. Esos montos explotaron al 

asumir la presidencia el amigo de Larraín: $3.282mi- 

llones en 2022. Y $1.808 millones en 2023, antes de 

que el caso pusiera abrupto fin a la meteórica carre- 

ra de la fundación. 

Para el fiscal Patricio Cooper, “este aumento expo- 

nencial se puede explicar por la cercanía” entre La- 

rraín y Boric, lo que hace sospechar “el posible de- 

lito de tráfico de influencias que deriva en fraude al 

Fisco, lavado de activos y financiamiento ilegal de 

campañas políticas”. 

Después de pinchar, con autorización legal, los te- 

léfonos de 24 personas ligadas a Larraín, el fiscal en- 

contró más evidencia. Por ejemplo, un llamado de 

una mujer identificada como “Lucía” a altas direc- 

tivas de la fundación, en que intenta cobrar un di- 

nero adeudado. Según ella, Larraín le habría respon- 

dido que “gasté esta plata en la campaña del Boric y 

no les voy a pagar ni ahora ni nunca”. 

Larraín usaba su relación con el Presidente. Enmar- 

zo de 2022, en los días en que su amigo asumía en 

La Moneda, le decía al gobernador de Magallanes, Jor- 

ge Flíes, que “ayer hablé con el Presidente electo”, y 

que este último “está muy entusiasmado con el 

anuncio de lo de Torres del Paine”. 

¿Larraín estaba cobrando favores de campaña, o 

sólo intentaba lucrar de su relación personal? ¿Sa- 

bía el presidente lo que estaba pasando, o su amigo 

actuaba a sus espaldas? 

Son preguntas válidas, que una investigación se- 

ria debe aclarar. 

El fiscal Cooper tomó una decisión sin preceden- 

tes. Pidió pincharlos teléfonos de Boric, incluidossus 

mensajes de texto y ubicación georreferenciada de 

su celular. 

Cooper lo pidió dos veces, y en ambas el juzgado 

de garantía de Antofagasta le dijo que no, por no ha- 

ber antecedentes suficientes. 

El tribunal le recordó al fiscal que estas medidas 

intrusivas sólo se permiten cuando “existan sospe- 

chas fundadas de haber cometido o estar preparán- 

dose para la comisión de un ilícito”. Y que el hecho 

de ser amigo de Larraín no hace a Boric “merecedor 

de sospecha o reproche penal, puesto que no se ha 

dado cuenta de hechos concretos que permitan de- 

terminar esa circunstancia”. 

El oficialismo denuncia una persecución política 

de Cooper contra Boric. Además de pedir su remo- 

ción a la Corte Suprema por otro caso (Sierra Bella), 

parlamentarios del Frente Amplio lo acusan de “es- 

pionaje político” y de “poner en riesgo al seguridad 

nacional”. 

El jefe de los diputados socialistas (Juan Santana) 

incluso amenazó con remover al fiscal nacional. 

“Esto se volvió un tema de seguridad nacional y 

debe tener algún freno (...) si no toma medidas ur- 

gentes se vuelve cómplice de la conducta temeraria 

e inconstitucional de Cooper. Haremos valer su res- 

ponsabilidad”, advirtió. 

La vocera subrogante del gobierno agregó que las 

conversaciones del presidente tienen un estándar de 

protección más alto, porque “podrían comprometer 

la seguridad nacional”. 

Hace unos meses, el asunto era al revés. Los opo- 

sitores citabana Cooper al Congreso para interrogar- 

lo, acusando “presiones” para “entorpecer” e “ir 

más lento” en la arista ProCultura del caso Funda- 

ciones. Un caso en que, no está de más recordarlo, 

han caído políticos de todo el espectro. Hay dos di- 

putados formalizados (uno republicano y una fren- 

teamplista), y varios gobernadores regionales inves- 

tigados. Ellos son de distintos colores políticos, y no 

dependen del gobierno central. 

Ahora, es el oficialismo el que busca intimidar al 

fiscal que los indaga. El conflicto de interés es gro- 

Sero. 

Además, no hay nada inconstitucional aquí. El 

presidente sí puede ser objeto de medidas intrusivas. 

Y en estecaso, las instituciones funcionaron. Eljuz- 

gado de garantía analizó la petición, y, debido a lo frá- 

gil delosantecedentes, le dijo dos veces queno al fis- 

cal. 

Y son losjueces, no los políticos, los queen demo- 

cracia determinan si el teléfono de una persona pue- 

de o no ser pinchado. En este caso, no lo fue. 

Sia los parlamentarios realmente les preocupa el 

asunto de las platas políticas, podrían partir por 

darle de una vez por todas atribuciones y recursos 

al Servel para controlarlas. Sabemos que en el año 

electoral que comienza, de nuevo habrá millones y 

millones de pesos que se gastarán desde el Fisco y se 

triangularán desde privados, sin que nadie fiscalice. 

El Servel no es másque un timbre que certifica fic- 

ticias “rendiciones” delas campañas. Tierra prome- 

tida para las aceitadas pymes disfrazadas de partidos 

y de candidatos, que se forman para robarle al Fis- 

co. Y para fundaciones de amigotes, empresas conin- 

tereses detodotipo, eincluso el crimen organizado, 

que hoy tienen territorio libre para intercambiar fa- 

vores con nuestras futuras autoridades. 

“No queremos y no vamosa permitir que la corrup- 

ción se instale en nuestra patria. En esto tenemos que 

ser muy claros: caiga quien caiga. Acáno vamos a ha- 

cer ningún tipo de perdonazo ni esconder debajo de 

la alfombra a quienes han cometido delitos”. 

¿Les suena esa frase? La dijo el presidente Gabriel 

Boric en 2023, por este mismo caso. 

Habrá que cobrarle la palabra. Y pedirle que orde- 

ne a su gobierno y a sus parlamentarios en torno a 

ella. 

¿Caiga quien caiga? Caiga quien caiga, entonces. 

De verdad.   

La Tercera Domingo 11 de mayo de 2025 

Por 

Pablo Ortúzar 

  

Mapuches y 
octubristas 

El logo en la portada 

del informe de la Co- 

misión Presidencial 

para la Paz y el En- 

tendimiento es un 

huemul sin astas, ro- 

deado de ramas de 

canelo, con una araucaria al fondo. No 

conozco laintención del diseño, pero 

en la tradición mapuche la rama de 

canelo significa paz y equilibrio. Bajo 

el canelo, además, no se miente. El 

huemul, en el escudo nacional, repre- 

senta la razón. Y la araucaria podría 

ser usada como un signo de pacien- 

cia (por su lento crecimiento) y soli- 

dez. Esa composición simbólica ter- 

minaría comunicando la idea deuna 

búsqueda de un crecimiento sólido en 

la paz y el equilibrio entre chilenos y 

mapuches a través de la verdad, la ra- 

zón y la paciencia. 

Ese horizonte ideal está bien re- 

presentado por la mayoría de los 

contenidos del texto. Primero, se 

reconoce la verdad histórica res- 

pecto del despojo sufrido por miles 

de familias mapuches en manos del 

Estado de Chile hace alrededor de un 

siglo, que luego traspasó esas tierras 

a colonos, creando una situación 

de legitimidad precaria en la propie- 

dad en la zona, además de un em- 

pobrecimiento masivo de los mapu- 

ches. También se reconoce que la 

poca legitimidad de la propiedad 

traspasada a los colonos, con su con- 

secuente degradación del Estado de 

Derecho, terminó exponiéndolos a 

un peligro patrimonial y físico, ya 

que la disputa por las tierras daña su 

valor e incentiva la violencia. Bajo 

la legislación actual no existe lími- 

te a las demandas de tierras y, por 

tanto, tampoco hay límite a la inse- 

guridad de la propiedad en la zona. 

Partiendo de esta base, se realizan 

una serie de propuestas para ordenar, 

acotar y optimizar la reparación tan- 

toa las familias mapuches despojadas 

como a las víctimas de la violencia. 

Las propuestas incluidas abarcan pe- 

riodos de ejecución, hasta culminar, 

deentre 80 y 165 años. Es decir, se es- 

pera remediar lo hecho por el Estado 

hace unos cien años en el plazo de 

otroscien años, aunque muchas de las 

medidas más relevantes son deejecu- 

ción más inmediata. La expectativa 

racional detrás de todo esto es que al 

ordenar y limitar la demanda de tie- 

rras, se avance en consolidar tanto la 

propiedad como el Estado de Derecho 

en La Araucanía, y que la reparación 

no signifique la inutilización pro- 

ductiva de la zona. 

Es un mal momento político para el 

informe: la fallida Convención Cons- 

titucional mostró a buena parte delos 

intelectuales y activistas indígenas 

como una farsa, y sus propuestas plu- 

rinacionales fueron clave para el Re- 

chazo. Además, la violencia en La 

Araucanía, aunque ha disminuido, 

se ha vuelto más osada y asesina. De 

ahí que muchos, Kast y Kaiser entre 

ellos, concluyan que la causa mapu- 

che es simplemente un invento de la 

izquierda usado como excusa para el 

crimen y el terrorismo, y que la sali- 

da del problema es militar y policial. 

Dado este ambiente, fue impru- 

dente que la comisión propusiera el 

reconocimiento constitucional de una 

serie de pueblos que no tienen con- 

flicto real alguno con el Estado, algu- 

nos de los cuales son engendros re- 

cientes de proyectos Fondecyt y caza- 

dores de rentas permisológicas (collas 

y changos, para empezar). También lo 

fue injertar en otro apartado al “pue- 

blo tribal afrodescendiente”. Estos 

elementos, del todo prescindibles, 

permitieron que el texto fuera califi- 

cado como “octubrista” por sus críti- 

cos más duros. Y a ello se suma el 

asunto de las instituciones especiales 

de representación indígena, bolsa de 

trabajo de los grupos de activistas oc- 

tubristas, y que en el caso del pueblo 

mapuche, queno concibe la idea mis- 

ma de representación democrática, 

nunca han funcionado. 

Con todo, tal como ha señalado 

Jorge Andrés Luchsinger, cuyos pa- 

dres fueron víctimas del terrorismo, 

“estainiciativa tiene que ser valora- 

da”, puesefectivamente entrega he- 

rramientas inéditas para comenzar 

el largo camino de recuperación de 

La Araucanía. Sus virtudes son más 

que sus defectos, y se trata de reco- 

mendaciones, no de un proyecto de 

ley inalterable. Por lo mismo, no 

debe ser tratado como un caso de 

“todo o nada” por los legisladores. 

Finalmente, la derecha, que reaccio- 

nó muy fuerte y muy pronto, sin so- 

pesar mucho la propuesta, quizás 

recapacite cuando vea al extremis- 

mo rechazarla con la misma vehe- 

mencia que ellos. 
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